Carátula 
SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 14 y 41 minutos) 
En primer lugar debemos designar al Presidente de esta Comisión, que corresponde que sea del Partido Colorado. 


SEÑOR CORREA FREITAS.- Señor Presidente: el Partido Colorado propone como Presidente de la Comisión de Constitución y 
Legislación al señor Senador Brause. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar la propuesta formulada. 
(Se vota:) 

6 en 7. Afirmativa. 

(Ocupa la Presidencia el señor Senador Brause) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero agradecer la confianza que la Comisión de Constitución y Legislación ha dispensado en mi 
persona votándome como Presidente, cargo que ocuparé de la forma más ecuánime y objetiva posible. 


A continuación corresponde nombrar al Vicepresidente. 

SEÑOR KORZENIAK.- Propongo al señor Senador Enrique Rubio. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar la moción formulada. 

(Se vota:) 

6 en 7. Afirmativa. 


SEÑOR KORZENIAK.- El punto del orden del día que está a continuación del nombramiento de Presidente y de Vicepresidente de 
la Comisión, de acuerdo con lo resuelto en la sesión anterior, es el del juicio político al Intendente Municipal de Rocha, doctor Irineu 
Riet Correa. 


Este juicio político -que en la actualidad comprende dos promociones de juicio político pero que, como es sabido, están unidas por 
balduque, lo que implicó que la Comisión resolviera hacer un solo pronunciamiento- lleva mucho tiempo de tramitación, durante el 
cual la Comisión ha dado todas las garantías a lo que en términos análogo a lo judicial podemos llamar dos partes, es decir a los 
acusadores, que son un grupo de Ediles, y el acusado, que es el Intendente Municipal de Rocha. Se han cumplido todas las etapas 
que corresponden de acuerdo con el artículo 66 de la Constitución, es decir, la acusación ha podido ampliarla y la otra parte ha 
podido defenderse cada vez que se lo han propuesto; dentro de los plazos que la misma Comisión fijó se han hecho pruebas, ha 
habido alegaciones, las partes han concurrido con asesores letrados, etcétera. De manera que la instrucción, podríamos decir, que 
de acuerdo con el Reglamento está encomendada a la Comisión de Constitución y Legislación, fue cumplida totalmente. Esto 
ocurrió ya hace bastante tiempo, y desde ese momento en la Comisión surgió la idea de que no son temas que, por más difíciles 
que sean, deban demorarse mucho. 


La Comisión había fijado dos veces fecha para que los distintos miembros y eventualmente las distintas Bancadas fijaran su 
postura, y en determinada oportunidad, a instancias de quien ejercía la Presidencia en aquel momento, que era el que habla, 
hicimos una especie de compromiso de hacer consultas con los respectivos partidos para traer un voto que no fuera personal, sino 
que en lo posible reflejara la mayor cantidad de opiniones de cada partido. Quiero aclarar que en esa oportunidad, no por desidia 
de la Comisión sino por el ingreso de un proyecto de ley vinculado a la situación bancaria muy compleja que vivía el Uruguay, el 
Senado decidió suspender las sesiones de las Comisiones y, además de eso, se produjo el comienzo del receso parlamentario. 
Esto ha determinado, por un lado, que la Comisión no haya tenido un pronunciamiento sobre el tema y, por otro, que se haya 
creado, por lo menos en el departamento desde donde se promovió el juicio político, la idea de que la Comisión de algún modo ha 
tenido desidia en el tratamiento del tema, y por eso no ha llegado al Plenario de este Senado. 


En la sesión anterior de esta Comisión, quien habla propuso nuevamente que para esta sesión se pudiera entrar a votar o por lo 
menos a deliberar; no olvidemos que lo único que ha hecho la Comisión hasta ahora ha sido escuchar a las partes, preguntar, 
indagar y aceptar pruebas. 


Algunos de sus miembros anunciaron que había razones de lógica por las cuales no era fácil que hoy pudiera venir una opinión 
partidaria completa. No obstante, quiero decir que, de acuerdo con la promesa que habíamos hecho, la Bancada de Senadores del 
Frente Amplio, reunida en el día de ayer en sesión ordinaria, trató extensamente este punto y llegó a las siguientes conclusiones. 


En primer lugar, sin perjuicio de reconocer que los juicios políticos tienen una cantidad enorme de ingredientes de índole política, se 
entiende que, de acuerdo con la doctrina más autorizada del Uruguay, el Senado, cuando se pronuncia en un juicio político, actúa 
en función jurisdiccional. Por lo tanto, los miembros del Senado actúan, para decirlo en términos sencillos, como si fueran jueces. 
La Constitución dice que el Senado dicta sentencia, abre un juicio público, y el acto del Senado pasa en autoridad de cosa juzgada, 
a tal punto de que si resuelve destituir, aunque un Juez después diga que el delito que se le atribuyó no había sido cometido, la 
persona no vuelve al cargo, del mismo modo que, si el Senado resuelve que no hace lugar al juicio político, aunque el Juez 
después diga que hubo un delito, eso no supone que quede destituido. Esto confiere a esa decisión del Senado un carácter, por lo 
menos, de una enorme semejanza con un acto jurisdiccional. Eso es lo que opina mayoritariamente la doctrina actual, sin perjuicio 
de que en el pasado hubo discusiones, incluyendo una en la que participó el maestro más importante que ha habido en el Uruguay 


en materia de Derecho Constitucional -me refiero a Justino Jiménez de Aréchaga- quien sostuvo la tesis de que se trataba de un 
acto administrativo. De cualquier modo, creo que, con el tiempo, en la cátedra, dicha tesis ha sido bastante superada. 


Basado en esa circunstancia -sobre la cual tuve el cometido de informar, desde el punto de vista jurídico- la Bancada tomó la 
siguiente decisión. Siendo un acto de carácter jurisdiccional -o sea que no se trata de un acto estrictamente jurídico- cada uno de 
los miembros de la Bancada está en condiciones de votar de acuerdo con su convicción y, en lo posible, de una manera lo más 
similar posible a como lo hace un Juez. Eso es lo que han hecho en materia de procedimiento tanto esta Comisión de Constitución 
y Legislación como las anteriores cuando han instruido un juicio político; todas ellas han tratado de llevar las cosas de la forma más 
parecida a un juicio. Han realizado una valoración con arreglo a las pruebas, de acuerdo con las reglas de la sana crítica -como 
hacen los Jueces- y han hecho la acusación equivalente a una especie de denuncia; luego, la ampliación de denuncia, 
contestación, prueba y defensas de cada una de las partes, todo esto de manera metafóricamente igual que si se tratara de un 
juicio. Lo que no hay en la Constitución, en la Ley ni en el Reglamento, son plazos establecidos y, por lo tanto, la propia Comisión 
los ha ido fijando, tanto en esta oportunidad como en otros juicios políticos anteriores considerados por otras Comisiones con 
distinta integración. 


De manera que la decisión tomada por la Bancada del Encuentro Progresista - Frente Amplio en esta materia, es que cada uno de 
sus miembros está en condiciones de votar de acuerdo con su conciencia. Esto, no por aplicación estatutaria de ninguna norma de 
libertad de acción ni nada por el estilo, sino, simplemente, porque se entiende que se trata de una función jurisdiccional y, siendo 
así, no puede haber disciplina partidaria. 


En estas condiciones, a título personal, adelanto que voy a votar a favor de que se haga lugar al juicio político, por la razón del 
segundo juicio político, aunque hoy en día es uno solo: porque entiendo que la no presentación de la Rendición de Cuentas es una 
violación grave a la Constitución. 


Sé que este es un tema que ha sido muy discutido, porque la jurisprudencia parlamentaria uruguaya entiende que aun la violación 
de la Constitución, para ameritar un juicio político, requiere que sea un delito penal, lo cual surge de la expresión "violación de la 
Constitución u otros delitos graves". En este sentido, cabe señalar que no sólo la jurisprudencia del Parlamento, sino la misma 
doctrina, a través del doctor Barbagelata, por ejemplo, ha establecido que al decirse "u otros delitos", significa que lo anterior 
también era un delito. Hace muchos años quien habla, en su carrera docente, expuso por escrito que la palabra que enfatiza el 
tema no es "delito", sino "grave". Así que, por mi parte, entiendo que la expresión "violación de la Constitución u otros delitos 
graves" quiere decir violación grave de la Constitución u otros delitos graves. 


Entonces, entendiendo que la no presentación de una Rendición de Cuentas -y esto es algo que opino ahora y que también he 
opinado antes, en otros casos, y también en las clases, desde hace mucho tiempo- constituye una violación grave de la 
Constitución, reitero, a título personal -porque, tal como ya he dicho, cada miembro del Encuentro Progresista - Frente Amplio 
puede votar lo que entienda que su conciencia le dicta- que votaré a favor del juicio político. Para terminar, diré que la expresión 
"juicio político" está muy difundida en el idioma español como traducción del vocablo inglés "impeachment". Donde realmente nace 
lo que en el Uruguay se llama juicio político es, precisamente, en Inglaterra. Allí se trataba de un juicio de connotación penal donde 
el Parlamento, todavía hoy, no sólo puede echar a los gobernantes sino ponerlos presos, ya que el "impeachment" supone que se 
les puede aplicar sanciones penales. Así ha ocurrido en Inglaterra, donde han puesto presos a gobernantes e, incluso, a 
particulares en un "impeachment”. 


Quiero aclarar, repito, que la expresión "juicio político" no es usada por la Constitución uruguaya en ningún lado; al contrario, 
cuando la Constitución dice "enjuiciar políticamente a los Ministros", se está refiriendo a otra cosa, que es la censura parlamentaria, 
donde lo que realmente se está enjuiciando es el tema político. Cuando se censura a un Ministro no se dice que cometió delito; se 
dice que se está en desacuerdo con su política, y la expresión "enjuiciar políticamente" está usada para eso. "Juicio político" es una 
traducción libre al español que se ha difundido en varios países aunque otros, como por ejemplo el Brasil, prefieren no adoptarla y 
usar la palabra inglesa. En realidad, cuando se dice "juicio político", no significa que sea un juicio político. En mi opinión, lo que se 
quiere decir es que es un juicio donde se pone en responsabilidad la actuación político penal o una violación grave de la 
Constitución, según el texto uruguayo. 


Con esto estoy descartando las acusaciones del primero de los juicios políticos que planteó la Junta Departamental de Rocha. Me 
explico: lo que plantearon allí fue que había librado reiterados cheques sin fondos e, incluso, que por esa razón el Banco de la 
República Oriental del Uruguay le había clausurado la cuenta a la Intendencia de ese departamento, o que el Intendente, así como 
otros funcionarios de baja y alta jerarquía, ubicaban deudores para que les dieran los tributos a ellos y así imputarlos a sus sueldos. 
Esos eran los temas más importantes, pero después hubo una serie de acusaciones vinculadas a retenciones que el Intendente 
hacía de los sueldos para pagos de aportes a las previsiones sociales o, incluso, para pagos de créditos sacados en los Bancos. 


Sobre la parte que dice que de ser cierto que hubiera delitos penales tendrían un carácter infamante, quiero decir que no comparto 
esa opinión, en primer lugar, porque hace más de un año que están denunciados en el Juzgado y, según decidió la Comisión, se 
envió una letrada a Rocha y el Juzgado no hizo ningún procesamiento. Es más; por lo que se conoce del trámite -ya que el Juez no 
lo puede decir de manera expresa- a más de un año, lo más probable es que el Juzgado archive todo. Reitero que no se ha hecho 
ningún procesamiento y estas denuncias tienen más de un año. Se ha denunciado lo de los cheques y hemos indagado -a través 
de ese procedimiento resuelto por la Comisión- que no hay ninguno presentado al Juzgado en la denuncia por cheques sin fondos; 
lo que se ha presentado son fotocopias de cheques que no tienen ni siquiera el sello de no haber tenido fondos, presentado por el 
banco, lo cual demuestra que para una consideración probatoria, y de acuerdo con las reglas de la sana crítica, no tengo ningún 
elemento que me diga que este delito sí lo cometió. 


También agrego que me ligan con el departamento y con todas las personas, acusadores y acusados, relaciones muy cordiales, y 
quiero afirmar, con toda claridad, que no me ha parecido éticamente correcto que el Intendente o los más altos funcionarios usaran 
este mecanismo de buscar deudores de tributos para decirles: "Me los das a mí y yo los imputo a mi sueldo". Eticamente no me 
parece bien, aunque hay resoluciones objetivas que están agregadas al expediente, que dicen que es posible hacer eso, ya se trate 
de funcionarios altos, bajos o sin distinción. 


Por lo tanto concluyo, en primer lugar, que la opinión del Frente Amplio es que cada uno de sus miembros tiene libertad para votar 
lo que su conciencia le dicte, como si fuera un Juez y no por disciplina partidaria. Reitero, entonces, que no va a haber una decisión 


del Frente Amplio, a ningún nivel, obligando a votar en determinado sentido. 


Por otro lado, adelanto que votaré a favor del juicio político porque no se presentó la Rendición de Cuentas, y entiendo que esto es 
una violación grave a la Constitución, pero no por los otros delitos que presentaron como acusación, ya que no han sido recibidos 
por los Juzgados Letrados de Rocha y porque, además, creo que ninguno tiene carácter infamante. O sea, no considero que el 
Intendente de Rocha se haya llevado un peso para su casa, en absoluto, pero sí entiendo que la administración ha sido una 
calamidad, peor que desastrosa aunque, repito, no creo que el Intendente haya cometido delitos de tipo infamante. 


La palabra la utilizo porque en el tema de la causal de un juicio político esto viene de muy atrás. Por ejemplo, es muy discutido el 
término "delito grave". Todos sabemos que hay varias posiciones, pero en general la doctrina se ha inspirado en lo que decía la 
Constitución de 1830 que, como se recordará, hablaba de los delitos de concusión, de malversación de fondos, de traición a la 
patria y también decía "u otros delitos que merezcan pena infamante o de muerte". Como la pena de muerte no existe en el 
Uruguay habría que pensar en el tema de la pena infamante. No voto a favor del juicio político porque no creo que haya ningún 
hecho infamante en la persona del Intendente, ni ninguno de todos esos delitos planteados en la primera acusación, pero sí por lo 
planteado en la segunda. 


Pido excusas, pero me parecía que el tema merecía ser explicado con claridad y dejo sentada la precisión. 


SEÑOR LARRAÑAGA.- Quiero hacer uso de la palabra para felicitar el nombramiento del señor Senador Brause, saludar la 
terminación de la Presidencia del señor Senador Korzeniak y desearle al primero una gestión en línea con su talento e inteligencia. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Muchas gracias, señor Senador. 
SEÑOR MILLOR.- Voy a ser breve porque se nos va la hora y tenemos pendiente un homenaje en la sesión ordinaria del Senado. 


A título personal aclaro que voy a votar el juicio político. No sé si mi Partido tiene ya una posición adoptada, pero personalmente 
pienso votarlo por razones bastante parecidas a las esbozadas por el señor Senador Korzeniak, no obstante lo cual quisiera hacer 
una aclaración. En esto no hay absolutamente nada personal contra el señor Intendente de Rocha, a quien conozco aunque no 
tengo una amistad personal, y tampoco hay ningún señalamiento que roce su persona y su honorabilidad; simplemente hay un 
hecho objetivo vinculado al segundo juicio que se establece, y es que considero un hecho grave no haber elevado la Rendición de 
Cuentas a la Junta Departamental. Basado en esto es que voy a votar el juicio político. 


Quisiera hacer alguna aclaración con respecto al primer juicio. El señor Senador Korzeniak ha dicho bien, de acuerdo con la 
doctrina más recibida, que las resoluciones del Senado de la República, cuando actúa en función jurisdiccional, no son vinculantes 
para el Juez, si llega a actuar en la causa, ni viceversa; o sea, si el Juez está actuando en una causa no es vinculante lo que él 
establezca para lo que puede establecer el Tribunal que constituye el Senado de la República en su conjunto y no cada Senador 
individualmente considerado. Cada Senador individualmente considerado se constituye en Juez, pero en realidad es un Tribunal 
conformado por la totalidad de los señores Senadores. No son vinculantes ni en una u otra dirección, no obstante lo cual -con el 
criterio que aquí se ha señalado en cuanto a que cada uno en el tribunal de su conciencia tome una posición en temas tan 
delicados como este- personalmente, sin vincularme, sin obligarme ni fijar mi posición en cuanto al hecho que se denuncia, los 
procedimientos que se desarrollan en la Justicia me pesan, y si prefieren otra expresión, los tengo en cuenta. No me refiero sólo a 
lo que hace el Juez, sino lo que se hace desde fuera del Juzgado, en dirección al Juez o al Juzgado. Entonces, lo que veo en el 
primer juicio es que cuando uno lo lee, es impactante por la magnitud y el tenor de las denuncias y más aún por la votación de la 
Junta Departamental, con una mayoría de diecinueve votos. Pero el hecho de que no se haya presentado en la Justicia de Rocha 
ninguna prueba sobre lo que se le imputa al Intendente en el primer juicio -no digo con esto que no sean ciertas las imputaciones- 
en mi mentalidad me resulta un elemento a tener en cuenta. Pienso que es más fácil, lógico y natural, por una razón de reflejo 
condicionado, dirigirse al Juzgado del departamento que al Senado de la República. Repito que con esto no quiero decir que no 
sea cierto, sino que a mí me pesa que no haya habido ninguna presentación ante la Justicia. 


El segundo argumento a tener en cuenta es sobre el tema de la imputación de los tributos a los sueldos personales. Voy a hacer 
una exposición y no quiero rozar a las personas involucradas. Alguien ha dicho que todo delito tipificado en el Código Penal es una 
inmoralidad, lo cual no es así. En la base del delito por lo general existe una inmoralidad, pero el delito culposo o ultraintencional no 
puede constituirse o catalogarse como inmoralidad. 


Contrario sensu, no todas las inmoralidades están catalogadas como delito. Nosotros hemos presentado varios proyectos -sobre 
todo cuando se consideró la Ley Anticorrupción- referidos a conductas que en nuestra mentalidad eran inmoralidades y que no 
estaban consagradas como delito; unas fueron catalogadas como tal y otras, lamentablemente, no tuvieron los votos. Pero ni todos 
los delitos tipificados en el Código Penal constituyen inmoralidades, ni todas las inmoralidades están tipificadas como delito. Por 
ejemplo, el libramiento de cheques sin fondos es un delito, pero de ahí a que sea infamante o una inmoralidad dependerá de las 
circunstancias con que el cheque haya sido librado. Conozco mucha gente que ha extendido cheques que después no han tenido 
fondos por causas no imputables a ellos, sino a sus deudores. Cuando ejercía la profesión este caso lo veía constantemente, y era 
muy difícil hacer una discriminación. Por lo tanto, no me animo a hablar de una inmoralidad en lo que tiene que ver con el 
libramiento de cheques sin fondos, pues me parece que no es un delito infamante; no estoy en condiciones de establecer de qué 
forma fueron librados ni si constituye la antesala de una eventual estafa. Reitero que no estoy en condiciones de hacerlo porque 
ningún cheque se presentó ante la Justicia. 


En cuanto a la imputación de los tributos a los sueldos personales, sin rozar a las personas que incursionaron en esto -a veces las 
cosas se hacen por falta de conocimiento o costumbrismo- objetivamente lo considero una inmoralidad, y no está tipificado como 
delito ni fue denunciado en el Juzgado. 


Por estas razones, sin descartar la veracidad de las denuncias que se hacen en el primer juicio político, y por todo lo que he 
expresado, no tengo los elementos suficientes como para votarlo; en cambio, el segundo juicio político sí, por la cantidad de votos 
con que fue aprobado en la Junta Departamental de Rocha y porque además es un hecho muy objetivo. Puede ser que la 
Rendición de Cuentas sea enviada o no a la Junta Departamental; en este caso no se hizo y, por lo tanto, a título personal, digo que 
es oportuno habilitar el juicio político. 


SEÑOR RUBIO.- Deseo manifestar que comparto enteramente los argumentos jurídicos y políticos dados por el señor Senador 
Korzeniak, así como también lo expresado por el señor Senador Millor. En realidad, considero grave que no se haya enviado la 
Rendición de Cuentas y, además, se agrega el hecho de que existe continuidad -porque comenzó en un mandato anterior- en el 
empleo de este sistema. Si bien esto puede no constituir un delito o una violación a la Constitución, el hecho es que en una 
Intendencia se está aplicando el sistema de cobros o de pagos -que se agrega al hecho de que no hay cuentas que permitan hacer 
una Rendición, tal como se manifestó aquí como disculpa, alegando que no se estaba en condiciones, entre otras cosas, por una 
situación que se había heredado- sin la correspondiente Rendición de Cuentas. Además, no solamente no se lleva un registro, sino 
que las cuentas se cobran por este sistema regularizado. 


Realmente me parece que es absolutamente inconcebible, que en un Estado moderno como el uruguayo, más allá de las crisis 
económicas que soportan todas las Intendencias y todo el país, se den situaciones de esta índole. Destaco que todo esto me 
alarma porque creo que va más allá de lo razonable y además aclaro que no se trata de un problema con las personas ya que, 
incluso, siento simpatía por el Intendente doctor lrineu Riet Correa por muchas manifestaciones que ha realizado y por posturas 
que ha asumido -más allá de las electorales- con relación a problemas del país. Además, algunos de sus posicionamientos me 
resultan muy agradables, pero, en realidad, me resulta imposible admitir que se dé este sistema de cobro de los tributos públicos 
en una Intendencia -y si lo hacemos con una lo deberemos hacer con todas y, por lo tanto, con todo el Estado- por parte de 
particulares que hasta pueden hacer rebajas a otros particulares, o por parte de miembros del Gobierno o del propio Intendente que 
también puede hacerlas y utilizar ese procedimiento. El hecho de que esta práctica esté extendida y tenga una continuidad, y que 
las cuentas del Estado no se proporcionen al organismo correspondiente, que es el Tribunal, me parece totalmente inaceptable. 


En algún momento me surgieron ciertas dudas porque si considero algunos de los documentos que firmó el Ministro Bensión, 
amparado en decisiones del Presidente Batlle, el juicio político habría que hacérselo a este último. Quizás, la regla no sea pareja, 
pero aquí no estamos considerando la situación del Presidente Batlle sino la del Intendente del departamento de Rocha. 


Por consiguiente, en el entendido de que esta es una postura que asumimos los Senadores en carácter de jueces, después de 
analizarlo largamente he adoptado esta posición que coincide con la del señor Senador Korzeniak en sus fundamentos jurídicos y 
políticos. Entonces, adelanto a la Comisión que voy a votar en ese sentido en el momento en que se estime pertinente. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa quiere manifestar que discrepa con la opinión expresada por el señor Senador Rubio en cuanto 
comparó la situación que se está considerando en este momento con la resolución que en su oportunidad dictó el señor Presidente 
de la República para darle autoridad al entonces Ministro Bensión para suscribir la documentación pertinente. Me refiero al 
documento de febrero de 2002 que luego se suscribió. 


A nuestro entender, dicha resolución se dictó al amparo de la competencia que la Constitución de la República y las leyes le dan al 
Poder Ejecutivo. 


SEÑOR GALLINAL.- En primer lugar, quiero señalar que de haber estado presente en Sala cuando se votó la designación de 
Presidente, con mucho gusto hubiera votado por el señor Senador Brause. Confío que al igual que sus antecesores, llevará una 
buena gestión en el ejercicio de esa responsabilidad. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Procuraré hacerlo, señor Senador. 


SEÑOR GALLINAL.- Entonces, si la Comisión entiende conveniente pediría que figure en Actas que voto por el señor Senador 
Brause para ocupar la Presidencia y que doy mis felicitaciones a quien la abandona luego de dos años consecutivos. 


SEÑOR LARRAÑAGA.- Personalmente, deseo dejar constancia de que voto por los señores Senadores Brause y Rubio como 
Presidente y Vicepresidente, respectivamente. 


SEÑOR GALLINAL.- Si además se votó por el señor Senador Rubio, agrego también mi apoyo. 


Más allá de las responsabilidades legislativas que nosotros tenemos -que sin lugar a dudas constituyen uno de los cometidos 
principales que tiene el Senado de la República y el Poder Legislativo todo- la tarea de actuar en calidad de árbitros en los juicios 
políticos que se puedan eventualmente promover de acuerdo con los mecanismos que se fijan en la Constitución de la República, 
implica un cometido no solamente importante sino absolutamente delicado, sobre todo cuando el juicio político se promueve contra 
quienes, al igual que nosotros, han sido electos por la ciudadanía en un comicio libre. En lo que refiere a las elecciones municipales 
de mayo de 2000, se trató de un evento distinto a los anteriores en tanto por primera vez, después de muchos años, se dedicó una 
jornada electoral con el único propósito de elegir el Gobierno Departamental de cada uno de los diecinueve departamentos del 
país. En alguna medida, con el sistema electivo anterior había una suerte de interdependencia entre las elecciones nacional y 
departamental porque, entre otras cosas, no se podía votar por un lema en lo nacional y por otro distinto en lo departamental. Diría 
que ese fue uno de los fundamentos en función de los cuales se promovió la reforma: dar la oportunidad a toda la ciudadanía para 
que, en un evento convocado especialmente a ese efecto, se eligiera el Intendente Municipal y la Junta Departamental de cada 
departamento. Creo que eso hace más notoria lo delicado de la situación de vernos enfrentados a la posibilidad de que con nuestro 
voto destituyamos a un ciudadano que fue electo para desempeñar la Primera Magistratura de un departamento. Naturalmente que 
no rehuimos a esa responsabilidad, pero constituye un elemento que tenemos muy presente al momento de valorar una 
circunstancia de estas características, y que nos hace ser muy exigentes en cuanto al respeto y a una clara interpretación de lo que 
la Constitución exige en lo que hace a las condiciones que se deben reunir para que, efectivamente, se pueda proceder a destituir 
no solamente desde el punto de vista formal sino también desde el sustancial. Desde el punto de vista formal creo que la 
unanimidad de miembros de esta Comisión puede coincidir en que se actuó procesalmente en la forma adecuada, dando a las 
partes la posibilidad de presentar sus demandas y contestaciones, de aportar las pruebas que consideraran convenientes y hasta, 
diría, de realizar los alegatos que en todo caso corresponden como una suerte de evaluación del proceso y de la prueba que allí se 
puso de manifiesto. 


En lo personal, confieso que dediqué parte del verano a estudiar exhaustivamente este expediente, los antecedentes y la denuncia 
que se ha formulado, de manera de honrar esa responsabilidad que siento al momento en que tenga que levantar mi mano, tanto 


para señalar que el Intendente se tiene que ir o que se tiene que quedar. Me pesa esa responsabilidad. 


He tratado, por sobre todas las cosas, de separar muy claramente lo que es violación de la Constitución de la República o delitos 
graves, de lo que es gestión municipal, administración del departamento, consideraciones políticas, o críticas que uno pueda hacer 
con respecto a la gestión municipal o a la administración del departamento. Por cierto, tengo varias críticas para hacer, bastante 
bien fundamentadas y de dimensión importante, con respecto a la Intendencia Municipal de Rocha y a otras intendencias 
municipales, aunque en el caso de las otras no hay de por medio un juicio político. 


Entonces, creo que debo circunscribir mi análisis y desvincularlo claramente del tema administrativo o político, remitiéndome a las 
condiciones que la Constitución exige para proceder o no a la destitución de un Intendente como consecuencia de la aplicación de 
un juicio político. En ese sentido, tendremos oportunidad de explayarnos largamente -quizá no en esta Comisión, pero sí 
posiblemente en Sala- sobre las consideraciones que nos llevan a esta decisión, que en mi caso personal es la de no hacer lugar al 
juicio político, por no encontrar que se haya violado la Constitución de la República o se hayan cometido delitos graves que 
ameriten una desinvestidura de las características de la que aquí se está propiciando. 


Pensé que quienes promovieran una medida de estas características lo harían, quizás, tomando como base alguna otra de las 
acusaciones que aquí se han elevado, y no precisamente el no envío de la Rendición de Cuentas, hecho que, además, tengo la 
convicción de que va a ser subsanado en el transcurso de este año, en que se va a enviar una Rendición de Cuentas que oficiará 
de complemento para lo que no se pudo hacer en el caso anterior. Por otra parte, no se hizo por razones que obedecen a falta de 
antecedentes, a problemas de carácter administrativo y a informes que derivaban de Rendiciones de Cuentas anteriores que, a su 
vez, habían sido debidamente objetadas por el Tribunal de Cuentas. Una de las objeciones refería a parte de esta Administración, y 
otras a la anterior Administración. 


Por lo tanto, no me parece que pase por ahí la posibilidad de votar un juicio político, ya que con ese mismo criterio, entonces, 
cuando un Legislador o un Edil conforma con otros la mayoría suficiente para rechazar una Rendición de Cuentas, podría ser 
sometido a un juicio político, o cuando Legisladores o Ediles votan en contra de un Presupuesto o una Rendición de Cuentas sin 
configurar mayoría, los tendríamos que condenar -perdóneseme la expresión- por tentativa de violación de la Constitución de la 
República, porque el Poder Ejecutivo en su caso, o el Gobierno Departamental en el otro, se quedarían sin Presupuesto o sin 
Rendición de Cuentas, no a raíz de una actitud propia sino ajena. 


Otro tanto se podría interpretar si estudiáramos los casos de presentación de Rendiciones de Cuenta o de Presupuestos fuera de 
plazo, que sí existen, y yo no conozco ningún antecedente en que ello hubiera derivado en un juicio político contra el jerarca de 
turno, cuando en definitiva las consecuencias por la presentación fuera de plazo terminan siendo las mismas que por la no 
presentación de una Rendición de Cuentas. 


Por esos motivos y por los fundamentos que expresaremos en Sala -porque no creo que vayamos a un debate mucho más extenso 
en la Comisión- vamos a defender la decisión del Senado en el sentido de no hacer lugar al juicio político. Por supuesto, estamos 
abiertos a la opinión de los demás sectores políticos y a la posibilidad de generar -si acaso se considerara necesario- algún plazo 
adicional para que en la Comisión tengamos un pronunciamiento definitivo, ya que supongo que aquí valdrán las mismas mayorías 
que se requieren para que el Senado apruebe la destitución. Si se lograran los dos tercios, habría un informe en mayoría; de otra 
manera -es decir, en tanto no estén los dos tercios- no puede haber un pronunciamiento afirmativo de la Comisión. Lo que sí creo 
es que cualesquiera sean las mayorías que se puedan conformar en la Comisión, debemos llevar el tema a consideración del 
Senado para su resolución final, y habrá de ser éste el que se pronuncie. 


SEÑOR GARCIA COSTA.- Como ya se dijo, habrá oportunidad de llegar más al fondo de estos temas, pero parece que es el 
momento de hacer pronunciamientos, aunque en lo que se relaciona con quien habla y con el Partido al que pertenece, hubiera 
preferido que se hicieran en nombre del Partido. 


No comparto la actitud -lo que no quiere decir que la critique- que ha tomado el Frente Amplio en el sentido de que cada uno tiene 
la posibilidad de hacerlo, porque creo que este es un tema político. Eso no quiere decir que dentro de nuestra colectividad el tema 
político no permita que cada uno adopte después su posición, pero procuraríamos -o habríamos procurado- una opinión conjunta. 
Pero este es simplemente un esquema de actividad en un entorno muy partidario y político, así que dejémoslo ahí. 


En cuanto al fondo del tema, quiero expresar que voy a votar el juicio político. Creo que el Intendente de Rocha tiene los méritos 
suficientes como para que, lamentablemente, el Senado tenga que desposeerlo de su cargo a través del juicio político que se ha 
incoado. 


Quisiera señalar algo que tiene mucha importancia y que a veces olvidamos. Este es un juicio político que tiene la iniciativa -lo pide 
la Constitución- de la Junta Departamental, el otro organismo de gobierno departamental. A veces da la impresión de que con el 
correr del tiempo y de las circunstancias, en la opinión de cada uno de nosotros y en la opinión pública, vamos creyendo 
insensiblemente que el único organismo responsable es la Intendencia, cuando en realidad son la Intendencia y la Junta 
Departamental. La Constitución pide, exige, demanda que para este juicio político haya habido un pronunciamiento de la Junta 
Departamental de Rocha, tan electa como lo fue el Intendente de Rocha. 


Yo comparto las diferencias -hoy ya intrascendentes- que se pueden anotar entre el primer juicio político y el segundo, pero hay una 
que vale la pena recalcar: el segundo juicio político llega a este Senado por la acusación -puedo equivocarme en uno- de veintiocho 
Ediles en veintinueve presentes, o de veintinueve en treinta. Reitero: veintinueve en treinta Ediles. Hay un Edil que, en su derecho, 
ha quedado al margen de esto, pero dieciséis -o quince, para ser exactos- Ediles electos por el mismo lema que el Intendente, 
reclaman su remoción, y el resto de la Junta Departamental reclama su remoción, sin distinción de lemas. Lo están pidiendo todos, 
y es la Junta Departamental de Rocha. Obviamente el doctor Riet Correa es el Intendente de Rocha, pero los dos organismos 
tienen un alcance que hay que respetar, y la Junta se ha pronunciado en términos dramáticos, por lo menos aritméticamente. Por lo 
tanto, este no es un juicio político introducido por elementos circunstanciales o momentáneos. 


Esta Comisión -nos consta a todos- ha oído acusaciones de juicios políticos -en esta Legislatura y también en otras, pero a ésta me 
refiero ahora- de muy poca trascendencia. 


La prueba está en que esta Comisión ha resuelto, prácticamente sin discusión y por unanimidad, dejarlos de lado. Este no es un 
juicio que revista, no por la categoría de la persona, sino por las acusaciones formuladas en torno al cargo de Intendente. 


Entonces, señor Presidente, por todas las razones que se han expresado, y porque entendemos que cuando la Constitución habla 
de juicio político refiere a violaciones de la Constitución u otros delitos graves, entendemos que cuando lo remite a este Cuerpo no 
nos está pidiendo un juzgamiento de tipo Código Penal, sino que nos está pidiendo un juzgamiento distinto al del Código Procesal y 
al del Código Penal. Es un juzgamiento delicado, complejo, al cual procederemos todos -lo descuento- con el mayor cuidado para 
evitar tropezar con graves errores en materia constitucional, frente a la circunstancia de un departamento donde hay miles y miles 
de ciudadanos cuyo sufragio vamos, en cierto modo, a torcer. Obviamente, no lo vamos a hacer enteramente, ya que se seguirá 
con la lista a Intendente que corresponde, pero lo haremos en algo. 


Creo que es una opinión que se tiene que formar sobre bases serias, formales y trascendentes, pero no deja de ser una opinión. Si 
esto fuera la violación de la ley penal, ni siquiera tendríamos juicio político; los jueces pertinentes habrían procedido en la forma 
adecuada. ¿Por qué se trata de juicio político? Porque se le requiere al Parlamento -en este caso, específicamente al Senado- la 
formulación de una opinión, que va más allá del análisis más o menos académico del Código Penal, sin perjuicio de que puede 
haber una línea tangencial con este Código; esto es otra cosa, y a ella estamos sirviendo. 


Nosotros nos hemos formado una opinión muy clara. Aquí ya se han adelantado opiniones muy atendibles y respetables, 
descartando alguna de las circunstancias que llevan al juicio político. No quiero pronunciarme sobre ellas, pero algunas de las que 
se han señalado son, realmente, gravísimas. 


No se puede permitir una administración de gobierno en los departamentos donde el cobro de los impuestos sirva para pagar 
algunas cuentas de funcionarios -serán salarios- de la Intendencia, y que eso sea prohijado por la propia autoridad máxima del 
Gobierno Departamental, beneficiándose él mismo con tal circunstancia. Es inadmisible, señor Presidente, que no se rinda cuenta. 
Un Edil de Rocha, frente a estas circunstancias, hace algunos meses dijo algo que es verdad: "¿Cómo hago para cumplir con la 
Constitución, que dice que tengo que revisar las cuentas y la actividad del Intendente, si no me ha rendido cuentas? Yo no sé lo 
que hace ni lo que piensa hacer; no sé si ha gastado bien o mal, porque dice que no puede rendir cuentas". 


Señor Presidente: creo que hay ciertas cosas que definen todo un panorama que si bien no acaba en ellas, son las más gruesas. 
Pienso que, de haber una voluntad mayoritaria en tal sentido, esta Comisión las deberá especificar en el momento y oportunidad 
que convenga. 


Esto es cuanto tengo para señalar en respaldo de una opinión favorable a conseguir que se haga efectiva la solicitud de los Ediles 
del departamento de Rocha de juicio político para su Intendente. 


SEÑOR NUÑEZ.- Señor Presidente: a esta altura, simplemente voy a dejar una constancia ya que no quiero hacer una exposición 
muy larga en este sentido. 


Creo que es claro que en esta Comisión, después de sustanciadas las instancias correspondientes que la Constitución nos manda, 
ante una acusación que se hace al Intendente Municipal de Rocha por parte de la Junta Departamental, debemos tener en cuenta 
lo que se ha actuado en los Juzgados, las circunstancias políticas y de administración que se están dando en el departamento, así 
como -ni que hablar- las mayorías que hubo en la Junta Departamental, que llegaron hasta la casi unanimidad en el segundo juicio 
político, y la "desadministración" que está habiendo en este momento en ese departamento. Pero la Bancada del Encuentro 
Progresista, en el día de ayer ha tomado una resolución muy importante, en el entendido de que, más allá de las circunstancias 
políticas y las consideraciones que nos merezcan desde ese punto de vista, tanto el acusado como el acusador -que en este caso 
es la Junta Departamental- si tomáramos una posición de partido, obligatoria para todos y cada uno de los Senadores que lo 
estamos representando aquí, estaríamos haciendo primar los aspectos políticos y no las otras consideraciones que tienen que 
intervenir en este juicio. Por ese motivo, hemos tomado la decisión que ha comunicado nuestro compañero Korzeniak, en el sentido 
de que cada uno de los Senadores actúe de acuerdo con su conciencia. 


En cuanto a mi posición personal, quiero señalar que he tenido dudas lógicas, en consideración de toda la situación que tenemos, 
pero creo que es claro que la Constitución manda expresa e imperativamente que se rinda cuentas, que eso es parte del 
funcionamiento normal y democrático de la vida de un departamento y que, como dijo el señor Senador García Costa, si no se 
cumple con esta obligación, es imposible controlar, que es una de las funciones que tienen las Juntas Departamentales. 


En tal sentido, no es lo mismo que en un departamento no se apruebe una Rendición de Cuentas porque la Junta Departamental 
así lo resuelve, o que no se apruebe un Presupuesto porque no hay votos y hay diferencias políticas, a que el Intendente no cumpla 
con la obligación que emana de la Constitución de enviar el proyecto en tiempo y forma para ser considerado. Una cosa es que no 
estén las mayorías políticas necesarias para aprobar el proyecto, y otra es que no se cumpla con el mandato constitucional. 


En definitiva, después de muchas dudas, creo que lo actuado en esta Comisión demuestra que es pertinente votar este juicio 
político. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa desea hacer saber a los señores Senadores que, a su modo de ver, estamos ante una actuación 
del Senado de la República, como Cuerpo político -que lo es, por su índole- y, por lo tanto, la decisión que le cabe pronunciar a 
propósito de un juicio político conserva la calidad de opinión política. No quiero ingresar ahora en detalles, aunque así lo haremos 
en su oportunidad, respetando la opinión que ha manifestado el señor Senador Korzeniak en sentido contrario, dando a esta 
decisión el carácter de jurisdiccional. 


Teniendo presente, entonces, que se trata de un pronunciamiento de carácter político, señalo que el sector al que pertenezco 
todavía no se ha pronunciado, cosa que confiamos hará en los próximos días. El señor Senador Millor ya ha adelantado su opinión 
personal y también ha anunciado que tampoco su sector ha tomado aún una decisión en esta materia. De manera que esperamos 
que los distintos sectores que integran el Partido Colorado puedan adoptar una decisión en los próximos días. 


Así, pues, la Mesa propondría postergar por unos días la consideración y votación de este asunto, para permitir a los integrantes 
del Partido Colorado llegar a un criterio conjunto. 


SEÑOR KORZENIAK.- Señor Presidente: basta con que un sector o un Partido haga una propuesta en el sentido indicado, para 
que la Comisión lo acepte. 


(Se suspende momentáneamente la toma de la versión taquigráfica) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Teniendo presente las consideraciones formuladas por la Comisión y la solicitud de prórroga efectuada por 
la Mesa, habría consenso -no hay necesidad de poner a votación- en que la consideración y votación de este tema se postergue 
hasta el martes 1* de abril a las 14 y 30 horas, cuando sesionaría en forma ordinaria esta Comisión de Constitución y Legislación. 


Por otro lado, damos entrada a una serie de asuntos que la Secretaría nos ha hecho llegar. Se trata de las Carpetas Nos. 971, 972, 
979, 995, 1.019, 1022, y habría que distribuir un comparativo relacionado con la Carpeta N* 654 del año 2001, que se titula 
"Comisionado Parlamentario para el Sistema Carcelario. Se instituye y se determinan facultades". Encargamos a la Secretaría la 
correspondiente distribución de estos asuntos. 


SEÑOR KORZENIAK.- La cuestión es que se trata del segundo punto del Orden del Día y el señor Senador García Costa estaría 
en condiciones óptimas de informar sobre el tema. Por lo tanto, si hay tiempo, preferiría que se tratara ese tema. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En este momento se está llevando a cabo el distribuido. Además, el señor Senador García Costa está en 
condiciones de informar, pero tengamos en cuenta que quedan pocos minutos para las 16, hora en que está convocado el Senado. 


SEÑOR GARCÍA COSTA.- Además, valdría la pena que los señores Senadores repararan en el comparativo que hemos remitido. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Con mucho gusto así se hará. 
El comentario del señor Senador García Costa quedará para la próxima oportunidad. 


SEÑOR GALLINAL.- Imagino que todos tendremos nuestras prioridades e intenciones de promover determinados proyectos de ley. 
Hay uno en particular que me preocupa mucho, y creo que estamos en condiciones de generar un proyecto de ley con el respaldo 
de toda la Comisión; se trata del que refiere a la iniciativa que envió el Poder Ejecutivo sobre "warrants". Aquí dice "Warrants y 
fideicomisos"; yo tenía entendido que la iniciativa se había dividido y que "warrants" había ido a una Comisión y fideicomisos a otra, 
pero parece que ambos vinieron para acá. Esto es mejor porque, además, ambos refieren a un tema de fondo importante y común. 
Nosotros tenemos una enorme necesidad de generar nuevos instrumentos de crédito dentro de nuestra sociedad, habida cuenta de 
la crisis que atraviesa el sistema bancario. Ese es el propósito de estos proyectos de ley que el Poder Ejecutivo remite tomando 
una iniciativa que nosotros presentáramos oportunamente sobre estos mismos temas. 


A esto se suma un tercer proyecto, con respecto al cual en la tarde de hoy vamos a realizar las negociaciones necesarias para 
derivarlo también a la Comisión de Constitución y Legislación, e incluirlo en la iniciativa que refiere a leasing operativo, que es un 
sistema a través del cual se pretende generar crédito para promover inversiones. Entonces, deseamos proponer que en el orden 
del día de una próxima sesión se introduzcan los proyectos de ley de "warrants" y fideicomisos, sin perjuicio de las negociaciones 
que vamos a realizar para incluir también el de leasing -que creo se encuentra en la Comisión de Hacienda- para ver si podemos 
lograr una sola ley de crédito que incluya estos tres instrumentos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Brevemente, deseo referirme al mismo asunto que planteó el señor Senador Gallinal. 


El señor Senador Heber también tenía la intención -así lo manifestó en la Comisión de Hacienda- de incorporar a estos proyectos 
que persiguen el fin de ser instrumentos para facilitar el crédito, un anteproyecto referido a la protección de datos comerciales. 


Aprovecho los comentarios del señor Senador Gallinal para recordar lo que conversé con el señor Senador Heber en tal sentido. 


SEÑOR KORZENIAK.- El martes pasado, seguramente por cuestiones no imputables a los señores Senadores, la Comisión no 
contó con el quórum necesario para funcionar. No obstante ello, algunos integrantes, como los señores Senadores Correa Freitas, 
García Costa y quien habla, que somos tozudos, concurrimos. 


Con respecto a este proyecto de ley, la Comisión de Hacienda estaba gestionando la posibilidad de tratar el tema referido a 
"warrants" y, a su vez, también había llegado una idea de parte de la Presidencia del Senado en el sentido de unir dos Comisiones 
para considerar estos temas. Como coincidimos casi totalmente con el señor Senador García Costa en cuanto a que dos 
Comisiones grandes no funcionan nunca, habíamos pensado en la posibilidad -que comunicamos al señor Presidente Hierro 
López- de que el tema de los fideicomisos, cuyas dificultades son más que nada jurídicas, quedara para ser considerado por esta 
Comisión, y el de "warrants" fuera derivado a la de Hacienda, junto con el otro proyecto de ley relativo al secreto comercial. 


En todo caso, de acuerdo con lo conversado, sería mejor que se encontrara otro procedimiento que no fuera la unión de las dos 
Comisiones, que son muy profusas, por lo que sería muy difícil que funcionaran. Además, por lo general sesionan en diferentes 
horarios. Por lo tanto, o llevamos todo el paquete a una Comisión -en la que podrán participar uno o dos integrantes de la otra- o 
separamos los temas dejando el proyecto de ley relativo a fideicomisos para ser considerado por esta Comisión y enviamos el que 
tiene que ver con "warrants" a la otra. 


Eso es lo que había conversado con el señor Senador García Costa y que deseaba trasmitir. En mi opinión, si todos estos temas se 
consideraran en dos Comisiones que trabajaran juntas, estaríamos terminando de tratarlos dentro de catorce o quince años. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Antes de que finalice la sesión, la Mesa quiere adelantar que durante todo el ejercicio de su Presidencia va 
a cumplir estrictamente con el Reglamento. 


Se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 15 y 54 minutos) 


Linea del die de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


